En Buenos Aires a los 19 días del mes de noviembre del año 2010, reunidos en acuerdo los Señores Jueces de la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, para resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia dictada en los autos caratulados "Mirambell Jorge Rubén c/ EN - M° Interior - PFA y/o y otro s/ Daños Y Perjuicios" - expediente n° 6.188/2005, y planteado al efecto como tema a decidir si se ajusta a derecho el fallo apelado, el señor Juez de Cámara, Dr. Carlos Manuel Grecco dijo: 
1) A fs. 162/165 el señor juez de primera instancia rechazó la demanda interpuesta por Jorge Rubén Mirambell contra el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires; impuso las costas a la parte actora. 
En primer término, el señor magistrado precisó los recaudos necesarios para que se verifique la responsabilidad del Estado por sus omisiones y, asimismo, individualizó los requisitos que deben concurrir para que quede configurada la responsabilidad estatal y el consiguiente deber de indemnizar. Luego, señaló que, de las constancias de la causa, resulta que el 12 de marzo de 2003 el actor sufrió una severa lesión en su ojo derecho con motivo de una piedra que le lanzaron unas personas que se encontraban circulando por la calle en un carro tirado por caballos. Finalmente, destacó que, de las pruebas producidas en autos, no surge la posibilidad de imputar los daños padecidos por el actor al Estado Nacional, ni al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, ya que -consideró- no resulta razonable asignar al deber genérico de velar por la seguridad de los gobernados un alcance de tal amplitud, en orden a la responsabilidad del Estado Nacional por la prevención de los delitos, que lleve a convertirlo en responsable de las consecuencias dañosas por hechos extraños a su intervención directa (Fallos 312:2138, 313:1636, 323:3599, 325:1265  y 3023 , 326:608 , 1530 y 2706).
2) El pronunciamiento individualizado precedentemente fue apelado por la parte actora, quien fundó su recurso por memorial de fs. 179/181 - que no fue replicado-. 
El recurrente, sustancialmente, postula: que el daño fue el resultado de que las autoridades encargadas de la prevención y/o detención de los sujetos, no actuaron; que, en aquellos supuestos en que se verifique una razonable relación; entre las funciones y el daño, la reparación solidaria del daño causado deviene ineludible por imperio del art. 1113  del código civil; que el daño no se hubiese producido si las fuerzas de seguridad no hubiesen actuado negligentemente y si el Gobierno de la Ciudad no hubiese permitido el ingreso de carros con tracción a sangre (decreto-ordenanza municipal n° 12.867/63 y su modificatorio n° 20.277). 
3) En primer término, en cuanto a la responsabilidad que el actor atribuye al Estado Nacional, corresponde destacar que la fundamenta en el incumplimiento del sus deberes atinentes al servicio de seguridad, al resguardo de la vida y a la prevención de los delitos (confr. capítulo III del escrito de inicio; fs.3). Y, por otra parte, no cabe soslayar que de las pruebas producidas en autos no puede constatarse la identidad de la o las personas que causaron el daño al actor. 
Ahora bien, debe precisarse que la responsabilidad extracontractual del Estado por el hecho de sus agentes, no es indirecta ni basada en la culpabilidad sino que, por el contrario, cuando se trata de un servicio público que el Estado presta a la comunidad, aquél responde directamente por la falta de una regular prestación. En tal orden de ideas, aunque la falta sea derivada del hecho de los agentes, existe una imputación directa al titular del servicio; es decir, la actividad de los órganos, funcionarios o agentes del Estado, realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, debe ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo por sus consecuencias dañosas -Fallos: 321:1124 - (Fallos: 330:563 ). 
La citada responsabilidad directa basada en la falta de servicio y definida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación como una violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular, entraña una apreciación en concreto que toma en cuenta la naturaleza de la actividad, los medios de que dispone el servicio, el lazo qué uñe a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño -Fallos: 321:1124-. No se trata de un juicio sobre la conducta de los agentes sino sobre la prestación del servicio y, por ello, la responsabilidad involucrada no es subjetiva, sino objetiva (Fallos: 330:563). 
En primer lugar, corresponde -entonces- examinar la naturaleza de la actividad.Al respecto, el Alto Tribunal tiene dicho que la mera existencia de un poder de policía que corresponde al Estado nacional o provincial, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa -Fallos: 312:2138; 313:1636; 323: 3599; 325: 1265 y 3023; 326: 608, 1530 y 2706-(Fallos: 330:563). 
En lo concerniente a la responsabilidad del Estado derivada de las omisiones, la Corte Suprema de Justicia de la Nación distingue entre los casos de omisiones a mandatos expresos y determinados en una regla de derecho, en los que -indica- puede identificarse una clara falta del servicio; de aquellos otros casos en los que el Estado está obligado a cumplir una serie de objetivos fijados por la ley sólo de un modo general e indeterminado, como propósitos a lograr en la mejor medida posible. 
Respecto del segundo supuesto referido, el Alto Tribunal sostiene que la determinación de la responsabilidad civil del Estado por omisión de mandatos jurídicos indeterminados debe ser motivo de un juicio estricto y basado en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y las consecuencias generalizables de la decisión a tomar. En este sentido, precisa que el servicio de seguridad no está legalmente definido de modo expreso y determinado, y que mucho menos se identifica con una garantía absoluta de que los ciudadanos no sufran perjuicio alguno derivado de la acción de terceros.
En tal sentido, observa que consagrar una regla de este tipo es una decisión que el legislador no ha tomado, y que no registra antecedentes en el derecho comparado y que, por lo demás, sería irrazonable que el Estado sea obligado a que ningún habitante sufra daños de ningún tipo, porque ello requeriría una previsión extrema que sería no sólo insoportablemente costosa para la comunidad, sino que haría que se lesionaran severamente las libertades de los mismos ciudadanos a proteger. Así, concluye que no puede afirmarse que exista un deber de evitar todo daño, sino en la medida de una protección compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios razonables (Fallos: 330:563). 
En segundo lugar, se debe apreciar si se dispusieron tales medios razonables para el cumplimiento del servicio (Fallos: 330:563). Al respecto, cabe poner de relieve que el propio actor reconoce la presencia de un policía en el lugar del hecho, como asimismo que éste lo socorrió y llamó al SAME (confr. capítulo III del escrito de inicio -fs. 1/2- y capítulo II del alegato del actor -fs. 155-), circunstancias fácticas que fueron corroboradas por las declaraciones testimoniales obrantes en autos. 
En tercer lugar, tiene que atenderse al lazo que une a la víctima con el servicio. En este caso existe un deber jurídico indeterminado para la generalidad de los ciudadanos quienes, en consecuencia, no tienen un derecho subjetivo, sino un interés legitimo subjetivamente indiferenciado a la seguridad (Fallos: 330:563). 
En cuarto lugar, corresponde estar al grado de previsibilidad del daño, conforme a la capacidad razonable de prever el curso normal y ordinario de las cosas (Fallos:330:563). Sobre el particular, el actor manifiesta que en el momento previo a la agresión, en el lugar del hecho, se desplazaban dos carros a caballos conducidos por personas jóvenes que vociferaban y gritaban -aparentemente alcoholizados e insultando a las personas que transitaban por el lugar-, que tiraban objetos y que -con hondas- disparaban piedras hacia los transeúntes (confr. capítulo III del escrito de inició; fs. 1). Y, continúa con el relato, precisando: que la agresión sucedió ante sus compañeros de trabajo y de un policía; que ellos de inmediato acudieron en su ayuda; que fue imposible perseguir -al mismo tiempo- a los agresores y que la autoridad optó por socorrerlo, quien llamó al SAME (confr. capítulo III del escrito de inicio; fs. 1/2). Es decir, el actor admite la presencia policial en el lugar del hecho como, asimismo, que el agente -ante la imposibilidad de aprehender al agresor y, al mismo tiempo, acudir en su auxilió- priorizó su necesidad de asistencia. Finalmente, corresponde destacar que las declaraciones testimoniales obrantes en autos como, asimismo, el alegato presentado por la parte actora dan cuenta de que en el lugar del hecho se encontraba un policía y, asimismo, que éste se comunicó con el SAME. 
Las consideraciones teóricas expuestas precedentemente y su correlativa aplicación al caso -de conformidad con las constancias de la causa-, permiten concluir que la policía actuó conforme con un estándar de previsibilidad de lo que normalmente acontece, lo cual no genera responsabilidad según el código civil (arts. 901 a 906  ). Es decir, no se advierte una falta imputable capaz de comprometer la responsabilidad del Estado Nacional. 
4) Por otra parte, con relación a la responsabilidad sindicada al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, cabe observar que el actor la sustenta en la omisión del servicio de seguridad pertinente, al haber permitido que se violara una norma u ordenanza municipal que prohibe -en el lugar donde ocurrió el evento dañoso- el tránsito de carros de caballos (confr.capítulo III del escrito de inicio; fs. 3). 
Al respecto, debe advertirse que la alegada transgresión normativa es insuficiente e irrelevante para determinar, en el caso, la responsabilidad del citado codemandado. En efecto, la lesión que sufrió el actor fue consecuencia del impacto de una piedra (confr. capítulo III del escrito de inicio -fs. 1-, fs. 53, las declaraciones testimoniales obrantes en autos y capítulo II del alegato del actor -fs. 155- ). Por consiguiente, la circunstancia de que el o los agresores se encontraran en un carro a tracción a sangre no tiene relación causal suficiente con el daño que le provocó -al actor- la piedra. En tal orden de ideas, es forzoso concluir en la desestimación de la responsabilidad que el actor entiende le corresponde al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 
5) Finalmente, cabe destacar que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo Asociart S.A., mediante contestación de oficio glosada a fs. 102, informó: (i) que el actor presenta una Incapacidad Permanente Parcial Definitiva del orden del 07,10%; (ii) que fue firmada en conformidad por el accidentado; y (iii) que fue percibida por el mismo el 17 de septiembre de 2003 por un valor de $ 6.332,37. Asimismo, se constata que el propio actor reconoce que percibió una indemnización por parte de la ART (confr. capítulo III del escrito de inicio; fs. 2). 
La circunstancia reseñada, permite observar que, habiendo sido resarcido el hecho dañoso mediante el régimen laboral especial, la presente acción presentaba un carácter complementario. En efecto, en tanto la empleadora del actor, por intermedio de la aseguradora de riesgo del trabajo, procedió a resarcir el daño causado dentro de los límites del régimen laboral especial, en la presente causa debía -entonces- determinarse si había otros responsables a los que se podía imputar daños diferentes, o una mayor cuantía si es que hubiera habido una indemnización insuficiente (Fallos: 330:563). 
En mérito, entonces, a los fundamentos expuestos y a aquéllos que, en lo pertinente, muestra la sentencia apelada, voto por que se la confirme, sin costas de alzada toda vez que las codemandadas no contestaron el traslado conferido respecto de los agravios formulados por la parte actora. 
El Dr. Sergio Gustavo Fernández adhiere al voto precedente. 
En virtud del resultado que informa el acuerdo que antecede, Se Resuelve: desestimar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, sin costas de alzada. 
A los fines previstos por el art. 109  del R.J.N., se deja constancia de que el Dr. Jorge Esteban Argento no suscribe la presente en razón de que se encuentra en uso de licencia. 
Regístrese, notifíquese y devuélvanse. 
Sergio G. Fernández. Carlos Manuel Grecco 
Susana María Mellad.
